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Uno de los fenómenos más novedosos en el 
ámbito penal de nuestro entorno en el último 
tiempo, ha sido la aprobación de leyes que san-
cionan directamente a las personas jurídicas 
por delitos cometidos por personas naturales 
adscritas a ellas bajo distintas modalidades, 
abandonando un paradigma que parecía inex-
pugnable en los sistemas penales continenta-
les hasta hace poco, expresado en el conocido 
apotegma del “societas delinquere non potest”.
En estas normativas, y más allá de las distintas 
denominaciones que se ha dado a la respon-
sabilidad en ellas establecida —penal o admi-
nistrativa—, se destacan notorias semejanzas, 
fenómeno animado sin lugar a duda por la glo-
balización y favorecido por la fluidez sin prece-
dentes de las comunicaciones.
Ha sido esta la forma coincidente de responder 
a amenazas contemporáneas a las que se en-
frentan en mayor o menor grado todos los paí-
ses —como la corrupción, el blanqueo de ca-
pitales y el terrorismo— en las que el derecho 
punitivo, en sus distintas formas, ha adquirido 
un rol protagónico.
Desde esta perspectiva, resulta útil una mirada 
comparada a la forma en que nuestros países 
están desarrollando estas nuevas instituciones. 
Este trabajo expone las normativas de Chile y 
Perú, buscando relevar sus semejanzas y dife-
rencias, a fin de que sirvan de referencia recí-
proca: lo aprendido en los ya casi diez años de 
vigencia de la Ley de responsabilidad penal de 
las personas jurídicas en Chile; y las novedosas 
soluciones a los problemas allí detectados que 
se proponen en la reciente Ley de responsabili-
dad administrativa del Perú.
Pero este examen comparado quiere también 
dejar testimonio del fecundo trabajo de coope-
ración que gradualmente se está produciendo 
en nuestros países en esta materia, tras el pro-
pósito común de fortalecer la institucionalidad 
democrática, propósito al que se convoca aho-
ra a las empresas, las que de esa forma suman 
valor al asegurar su propia sustentabilidad.
II. CHILE
1. Contexto.
El reconocimiento de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas en Chile vino de la 
mano, al igual que en el Perú, de la necesidad 
de atender el requerimiento impuesto por la 
Organización para la Cooperación y el Desarro-
llo Económicos —“OECD” por sus siglas en in-
glés— a los países que postulan a formar parte 
de dicha organización internacional.
El Mensaje con que a principios del año 2009 el 
Vicepresidente de la República remitió el respec-
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tivo proyecto de ley al Congreso Nacional fue 
explícito sobre el particular: “el ingreso a la OCDE 
solo se materializará una vez que Chile cumpla con 
las diversas normas impuestas por la OCDE, entre 
las cuales se encuentra la Convención para com-
batir el Cohecho a Funcionario Público Extranjero”. 
En efecto, dicha Convención, suscrita por Chile 
ya en el año 1997, exige a los Estados parte adop-
tar “las medidas que sean necesarias, de conformi-
dad con sus principios jurídicos, para establecer la 
responsabilidad de las personas morales por el co-
hecho de un servidor público extranjero” y que: “El 
cohecho de un servidor público extranjero deberá 
ser castigable mediante sanciones penales efica-
ces, proporcionales y disuasorias”.
En su idea matriz, el proyecto se valía de la tau-
tológica expresión “legal” para llamar a esta 
responsabilidad. No obstante, a poco andar se 
la sugirió denominar directamente “respon-
sabilidad penal de las personas jurídicas”, si-
guiendo de esta forma la opinión de la mayoría 
de los expertos que concurrieron a asesorar al 
parlamento en cuanto la responsabilidad era 
de naturaleza penal, por lo que correspondía 
emplear la terminología pertinente. Las prin-
cipales fuentes del proyecto estuvieron en las 
tendencias del derecho norteamericano y eu-
ropeo, particularmente el italiano.
La aprobación definitiva de este proyecto con-
firmó una vez más aquello de que el legislador 
puede borrar de un plumazo estanterías reple-
tas de doctrina: la oposición a la imputación pe-
nal de las personas jurídicas, que venía siendo 
superada tímidamente en la doctrina y en algu-
na legislación, quedó enterrada definitivamen-
te con la vigencia de la Ley 20393 a partir del 2 
de diciembre de 2009.
2. Modelo de imputación.
La responsabilidad penal de las personas jurídi-
cas en la Ley 20393 se estructura de forma par-
ticularmente compleja. Básicamente se requie-
re la concurrencia de los siguientes elementos:
a) Comisión de ciertos delitos: originalmente 
estos eran el cohecho de funcionarios pú-
blicos nacionales —artículo 250 del Códi-
go Penal— y extranjeros —artículo 251 bis 
del Código Penal—, el lavado de activos 
— artículo 27 de la Ley 19913— y el finan-
ciamiento del terrorismo —artículo 8 de la 
Ley 18314—. La Ley 20931, del 5 de julio de 
2016, incorporó el delito de receptación a 
este catálogo.
b) Que estos delitos se hayan cometido direc-
ta o indirectamente en interés o para pro-
vecho de la persona jurídica.
c) Que el delito haya sido cometido por los 
dueños, controladores, responsables, eje-
cutivos principales, representantes o quie-
nes realicen actividades de administración 
y supervisión en la empresa, o por perso-
nas naturales que estén bajo la dirección o 
supervisión directa de alguno de los suje-
tos anteriores.
d) Que el delito haya sido cometido dentro 
del ámbito de funciones y atribuciones 
propias de estas personas.
e) Que la comisión sea consecuencia del in-
cumplimiento por parte de la persona jurí-
dica de los deberes de dirección y supervi-
sión.
Puede colegirse de lo anterior que, propiamen-
te tal, el reproche que se hace a la persona jurí-
dica es el incumplimiento de los señalados de-
beres de dirección y supervisión sobre ciertas 
personas naturales que desarrollan funciones a 
su amparo. La comisión de los delitos concretos 
como consecuencia del referido incumplimien-
to se ubicaría extramuros del referido reproche, 
pudiendo identificárseles para estos efectos 
como una condición objetiva de la punibilidad.
Pese a que el texto legal asume posición al 
calificar de “autónoma”1 la responsabilidad 
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penal, lo cierto es que el análisis sistemático 
de la legislación permite más bien ver en ella 
un modelo atenuado de responsabilidad deri-
vada2 o mixta3. Por una parte, presenta rasgos 
de responsabilidad vicaria o derivada, desde 
que se exige la comisión del delito por parte 
de un individuo obviamente distinto de la per-
sona jurídica en sí. Y, por otra, se trata de una 
responsabilidad autónoma de la persona jurí-
dica por el incumplimiento de los deberes de 
dirección y supervisión, un defecto de orga-
nización que aumenta a niveles socialmente 
intolerables el riesgo de afectación de ciertos 
bienes jurídicos.
La atenuación del carácter derivado de la res-
ponsabilidad penal se asume explícitamente 
cuando se establece que esta subsiste aun si la 
responsabilidad penal individual se hubiere ex-
tinguido por la muerte del responsable o por la 
prescripción de la acción existente a su respec-
to, o si aquel hubiese sido declarado rebelde o 
caído en enajenación mental conforme la legis-
lación procesal, o incluso si no ha sido posible 
establecer la participación de los responsables 
individuales. 
3. Sanciones.
El régimen sancionatorio de la Ley 20393 consi-
dera las siguientes penas:
a) Disolución de la persona jurídica o cancela-
ción de la personalidad jurídica.
b) Prohibición temporal o perpetua de cele-
brar actos y contratos con los organismos 
del Estado.
c) Pérdida parcial o total de beneficios fisca-
les o prohibición absoluta de recibirlos has-
ta por 5 años.
d) Multa a beneficio fiscal, que pueden fluc-
tuar entre 200 y 20,000 unidades tributa-
rias mensuales4.
e) Penas accesorias.
La determinación específica de la pena se vin-
cula a diversos factores. La disolución o can-
celación de la personalidad jurídica se reserva 
para la reiteración o reincidencia en el lavado 
de activos, y para la reincidencia en la recepta-
ción. Las demás penas en sus tramos más altos 
se aplican solo para el lavado de activos, y en 
sus tramos más bajos para el cohecho, el finan-
ciamiento del terrorismo y la receptación sin 
reincidencia. Y dentro de los tramos respecti-
vos, la pena concreta atenderá a: los montos 
de dinero involucrados; el tamaño y la natura-
leza de la persona jurídica; su capacidad eco-
nómica; el grado de sujeción y cumplimiento 
de la normativa legal y reglamentaria y de las 
reglas técnicas de obligatoria observancia en 
el ejercicio de su giro o actividad habitual; la 
extensión del mal causado por el delito; y la 
gravedad de las consecuencias sociales y eco-
nómicas o, en su caso, los daños serios que 
pudiere causar a la comunidad la imposición 
de la pena, cuando se trate de empresas del 
Estado o de empresas que presten un servicio 
de utilidad pública.
4. Los modelos de prevención de delitos.
La responsabilidad penal de las personas jurídi-
cas en la legislación chilena reposa, entre otros 
supuestos, en el incumplimiento de los deberes 
de supervisión y dirección. En este aspecto es 
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 2. HERNÁNDEZ, Héctor. ”La introducción de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en Chile”. En: Polít. Crim, 
Vol. 5, Nº 9, Art. 5. Santiago: 2010, pp. 207-236.
 3. FERNÁNDEZ, Hernán. “Comentarios al modelo de responsabilidad penal de las personas jurídicas establecido por la 
ley N°20.393 en relación a los delitos de cohecho”. En: Revista Jurídica del Ministerio Público, N° 43. Santiago: 2010, 
pp. 79-96.






















donde se reconoce la plena vigencia de los mo-
delos de prevención de delitos.
La Ley 20393 prescribe que “se considerará que 
los deberes de dirección y supervisión se han cum-
plido cuando, con anterioridad a la comisión del 
delito, la persona jurídica hubiere adoptado e im-
plementado modelos de organización, adminis-
tración y supervisión para prevenir delitos como 
el cometido”.
Puede concluirse de lo expuesto que, si uno 
de los requisitos del tipo penal es el incumpli-
miento de los deberes de dirección y supervi-
sión —una omisión—, la demostración de la 
atención de los señalados deberes a través del 
hecho positivo contrario propuesto por la Ley 
—la existencia de modelos prevención— vuel-
ve atípica la conducta. Esto es, la comisión de 
delitos por parte de las personas señaladas en 
el artículo 3 de la Ley —dueños, controladores, 
etc.— en interés o provecho de la persona jurí-
dica no es punible si la persona jurídica cuenta 
con un modelo de prevención vigente con an-
terioridad a la comisión del ilícito. Cabe agregar 
que esta conclusión alcanza solo a la persona 
jurídica y no a la persona natural que intervino 
de una forma penalmente responsable en su 
comisión, a cuyo respecto rigen las reglas ge-
nerales.
Sin perjuicio de lo expuesto, la adopción de 
modelos de prevención de delitos no es la úni-
ca forma de demostrar el cumplimiento de los 
deberes de dirección y supervisión. El artículo 
4 de la Ley dispone que, para tales efectos, las 
personas jurídicas “podrán” adoptar un mode-
lo de prevención, lo que deja abierta la posibili-
dad, bastante hipotética por cierto, de acreditar 
que se dirigió y supervisó al personal hacia la 
evitación de delitos por otras vías que no sig-
nifiquen modelos que agoten los requisitos 
mínimos que impone la ley, o que al menos no 
cumplan todos ellos.
Los modelos de prevención deben contar con 
las siguientes exigencias para volver atípica la 
conducta enjuiciada:
a) Debieron ser adoptados e implementados 
con anterioridad a la comisión del delito.
b) Deberán ser aplicados de forma efectiva 
y mantenerse actualizados de acuerdo al 
cambio de circunstancias de la respectiva 
entidad.
c) Deben contar con algunos requisitos míni-
mos:
i. Designación de un encargado de pre-
vención, nombrado por la máxima au-
toridad de la persona jurídica, dotado 
de autonomía, recursos y medios mate-
riales, y provisto de acceso directo a la 
Administración.
ii. Establecimiento de un sistema de pre-
vención, que considere:
- La identificación de las actividades o 
procesos que exponen al riesgo de co-
misión de delitos
- Protocolos, reglas y procedimientos 
que permitan al personal prevenir los 
delitos.
- Procedimientos de administración y au-
ditoría de los recursos financieros.
iii. Métodos de aplicación efectiva, super-
visión que detecte y corrija sus fallas y 
actualización.
La regulación de los modelos de prevención en 
la Ley es más bien somera e, incluso ambigua, 
desde que cabe la posibilidad de valerse de sus-
titutos para demostrar el cumplimiento de los 
deberes de dirección y supervisión. La caren-
cia de criterios más específicos respecto de los 
modelos no ha sido suplida como hubiese sido 
deseable por la administración, ya que, a dife-
rencia de lo que ocurre en Perú, no hay deber 
de reglamentar la materia. El único documento 
oficial que desarrolla esta materia hasta ahora es 
la “Guía Práctica de Buenas Prácticas de Investi-
gación en Responsabilidad Penal de las Personas 
Jurídicas”, elaborado por la Unidad Anticorrup-
ción del Ministerio Público, cuyo título advierte 



























































desde ya su carácter meramente orientador y su 
propósito de apoyar sobre todo la investigación 
que desarrollan los fiscales. Con todo, constituye 
un texto exhaustivo y útil que asigna algo de cer-
teza frente al test más complejo que un modelo 
debería soportar: el de la investigación penal.
La Ley considera un sistema de certificación fa-
cultativa de los modelos de prevención a través 
de empresas de auditoría externa, sociedades 
clasificadoras de riesgo u otras entidades regis-
tradas ante la Superintendencia de Valores y Se-
guros. La ley, sin embargo, no resuelve el rol que 
ha de asignarse a esta certificación, circunstancia 
que ha sido representada por el mecanismo de 
seguimiento de la Convención antisoborno de 
la OCDE5, que ha exhortado al país a clarificar 
los efectos legales de la certificación, y a gene-
rar estándares formales para las certificadoras 
relativos a: calificación, requerimientos de los 
certificados, metodología y conflictos de interés, 
exigencias que entendemos han sido atendidas 
de forma aún muy incipiente hasta ahora.
Lo expuesto no impide desconocer el importan-
te rol que cumplen estas entidades. En lo estric-
tamente operacional proporcionan un escruti-
nio imparcial y especializado sobre la suficiencia 
y eficacia de los modelos. Y la vigencia restringi-
da de los certificados, de un máximo de 2 años 
según disposición de la Superintendencia de 
Valores y Seguros, asegura y colabora asimismo 
con la sostenibilidad del modelo en el tiempo.
Por nuestra parte, entendemos que la existen-
cia de un modelo de prevención certificado de 
la forma dispuesta por la Ley, proporciona a 
la empresa un argumento crucial no solo para 
invocar la atipicidad de la conducta que se le 
imputa dada la existencia del modelo, sino que, 
aun en caso que la suficiencia y vigencia de este 
sea puesta en tela de juicio, permite demostrar 
la falta de conocimiento acerca de la ocurrencia 
de los supuestos fácticos de la infracción pe-
nal, esto es, la ausencia de dolo derivada de un 
error de tipo invencible.
5. Aplicación de la ley.
No existen estudios que den cuenta del grado 
de aplicación de la Ley en cuanto al número 
y/o porcentaje de empresas que en Chile han 
adoptado e implementado modelos de pre-
vención de delitos.
Sí hemos podido verificar que, al menos todas 
las empresas listadas en el IPSA6 cuentan con 
modelos de prevención7. Por su parte, el núme-
ro de empresas que han certificado sus mode-
los de prevención ha ido en aumento desde la 
fecha de vigencia de la Ley hasta el año 2016, 
decayendo levemente el año 20178.
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 5. Phase 3 Report on Implementing The OECD Anti-Bribery Convention In Chile, March 2014, p. 20.
 6. Índice de Precio Selectivo de las Acciones, que sigue el precio de las acciones de las 40 sociedades con mayor 
presencia bursátil en la Bolsa de Santiago.
 7. Información extraída de la revisión efectuada por los autores a las páginas web de c/u estas empresas a la fecha 
de elaboración de este artículo.
 8.   Año N° empresas
   certificadas
 
  2011 5
  2012 92
  2013 284
  2014 392
  2015 462
  2016 533
  2017 498
Fuente: Elaboración propia de los autores sobre la base de información extraí-























Por su parte, los tribunales de justicia ya han 
tenido oportunidad de conocer casos relativos 
a responsabilidad penal de empresas. La ma-
yoría de ellos ha culminado con suspensiones 
condicionales del procedimiento, fijándose 
condiciones de variada índole: iniciar trámites 
de disolución y liquidación de una sociedad, 
prestaciones económicas en beneficio de la 
comunidad de hasta el equivalente a US$2,7 
millones, pago de hasta US$1,5 millones al era-
rio público, otorgamiento de becas de estudio, 
implementación de modelos de prevención de 
delitos, etc.
Las sanciones aplicadas en procedimientos 
abreviados han consistido en multas de hasta el 
equivalente a US$150,000.00, pérdida temporal 
de beneficios fiscales, prohibición temporal de 
celebrar contratos con el estado, y publicacio-
nes de sentencias en periódicos de circulación 
nacional. Un caso ha sido absuelto en juicio oral 
al constatar el tribunal que “no puede haber una 
diferenciación entre la conducta desplegada por 
el único integrante de la organización de la em-
presa (…) y la acción de (su dueño)”9.
La totalidad de los casos mencionados provie-
nen de delitos de cohecho de funcionarios pú-
blicos nacionales y en solo uno de ellos la em-
presa contaba con un modelo de prevención 
de delitos, el que fue considerado insuficiente 
por el ministerio público, al no contemplar con-
trol alguno sobre el centro de costos del geren-
te general que pagó las coimas, aunque el tema 
no fue finalmente objeto de controversia pues 
culminó con una suspensión condicional del 
procedimiento10. No obstante, para los próxi-
mos meses se espera la discusión en juicio oral 
de un caso de cohecho imputado a una empre-
sa que sí alega haber contado con un modelo 
de prevención eficiente, al menos durante par-
te del tiempo en que se cometieron los ilícitos, 
al que la fiscalía resta valor por falta de volun-




El Perú ha ratificado los principales tratados 
internacionales en materia de lucha contra la 
corrupción, tales como la Convención de Na-
ciones Unidas contra la Corrupción, la Conven-
ción de Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y el Convenio Inter-
nacional para la represión de la Financiación 
del Terrorismo; los cuales exigen al Perú regular 
la responsabilidad autónoma de las personas 
jurídicas por su participación en los delitos de 
corrupción, lavado de activos y financiamiento 
del terrorismo, sea en el ámbito penal, civil o 
administrativo.
En ese sentido, el Perú asumió en el año 2000 el 
compromiso de cumplir las Recomendaciones 
N° 3 y 5 del Grupo de Acción Financiera Interna-
cional—GAFI y sus respectivas notas interpre-
tativas, conforme a las cuales debía asegurarse 
que se aplique responsabilidad penal, civil o 
administrativa a las personas jurídicas involu-
cradas en los delitos de lavado de activos y de 
financiamiento del terrorismo. 
De esa manera, en abril de 2016 se aprobó la 
Ley 30424, estableciendo la responsabilidad 
administrativa de las personas jurídicas pero 
únicamente por el delito de cohecho activo 
transnacional previsto en el artículo 397-A del 
Código Penal.
En tanto resultaba necesario perfeccionar el 
marco normativo vigente y establecer un nue-
vo campo de responsabilidad administrativa 
que regule, además del delito de cohecho ac-
tivo transnacional, la responsabilidad autóno-
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 9. Sentencia de 02-06-2015 del Tribunal Oral en lo Penal de Arica, causa RIT 33-2014
 10. Causa RIT 10.969-2016 del 8° Juzgado de Garantía de Santiago



























































ma de las personas jurídicas que participan en 
otros delitos de corrupción, tales como el delito 
de cohecho activo genérico —artículo 397 del 
Código Penal— y cohecho activo específico —
artículo 398 del Código Penal—, así como en 
los delitos de lavado de activos —artículos 1 
al 4 del Decreto Legislativo 1106— y financia-
miento del terrorismo —artículo 4-A del Decre-
to-Ley 25475—, en enero de 2017 se aprobó el 
Decreto Legislativo 1352, el cual modificó diver-
sos artículos de la Ley 30424.
Cabe recordar que cuando a fines de 2016 Mar-
celo Odebrecht reconoció haber pagado so-
bornos por US$29 millones a funcionarios pú-
blicos peruanos entre los años 2005 y 2014, el 
gobierno del presidente Pedro Pablo Kuczynski 
se encontró desprovisto de instrumentos lega-
les que le permitieran procesar penalmente a la 
compañía.
Si bien en el plano formal la Ley recurre al tér-
mino “responsabilidad administrativa”, la de-
terminación de dicha responsabilidad no se 
llevará a cabo en sede administrativa, sino en 
sede penal, por un juez penal, en el marco y con 
las garantías de un proceso penal, aplicándose 
las disposiciones pertinentes del Código Penal 
y del Código Procesal Penal. En tal sentido, en 
palabras de Caro y Naval, algunos consideran 
que la Ley “recurre a una suerte de “fraude de eti-
queta” al denominar “administrativa” a lo que en 
rigor es una responsabilidad penal corporativa”12. 
2. Modelo de imputación.
La responsabilidad penal de las personas jurídi-
cas en la Ley 30424 se estructura de forma par-
ticularmente compleja. Básicamente se requie-
re la concurrencia de los siguientes elementos:
a) Comisión de ciertos delitos: originalmente 
este era el delito de cohecho activo trans-
nacional. Posteriormente, con el Decreto 
Legislativo 1352, el cual modificó diversos 
artículos de la Ley 30424, la responsabili-
dad autónoma de las personas jurídicas se 
extendió a delitos tales como el delito de 
cohecho activo genérico —artículo 397 del 
Código Penal— y cohecho activo específi-
co —artículo 398 del Código Penal—, así 
como en los delitos de lavado de activos 
—artículos 1 al 4 del Decreto Legislativo 
1106— y financiamiento del terrorismo 
—artículo 4-A del Decreto-Ley 25475—. 
Finalmente, mediante Ley 30835 del 02 de 
agosto de 2018 se extendió a los delitos de 
colusión —artículo 384 del Código Penal— 
y tráfico de influencias —artículo 400 del 
Código Penal—.
b) Que estos delitos hayan sido cometidos en 
su nombre o por cuenta de ellas y en be-
neficio, directo o indirecto de la persona 
jurídica.
c) Que estos delitos hayan sido cometidos por 
los socios, directores, administradores de 
hecho o derecho, representantes legales o 
apoderados de la entidad, o de sus filiales 
o subsidiarias, o por la persona natural que, 
estando sometida a la autoridad y control 
de las personas antes mencionadas, (i) 
haya cometido el delito bajo sus órdenes 
o autorización, o, (ii) porque las personas 
antes mencionadas han incumplido sus 
deberes de supervisión, vigilancia y control 
sobre la actividad encomendada, en aten-
ción a la situación concreta del caso.
El artículo 3 también señala que las personas 
jurídicas que tengan la calidad de matrices se-
rán responsables si las personas naturales de 
sus filiales o subsidiarias han actuado bajo sus 
órdenes, autorización o con su consentimien-
to. Finalmente, establece que las entidades no 
son responsables cuando las personas natura-
les han cometido el delito “exclusivamente en 
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beneficio propio o a favor de un tercero distinto a 
la persona jurídica”, regla complementaria a la 
prevista en el artículo 17.4 cuando la empresa 
cuenta con un programa de cumplimiento: “Se 
excluye también la responsabilidad de la persona 
jurídica, cuando cualquiera de las personas na-
turales señaladas en el artículo 3 comete el delito 
eludiendo de modo fraudulento el modelo de pre-
vención debidamente implementado”.
En el mundo existen dos modelos legislativos 
ideales de responsabilidad penal de personas 
jurídicas, por un lado un modelo de responsabi-
lidad derivada, conforme al cual se hace recaer 
sobre la persona jurídica la responsabilidad pe-
nal de una persona natural en virtud de algún 
criterio de conexión entre una y otra, general-
mente la circunstancia de ser la persona natural 
órgano o al menos subordinado del ente moral. 
Por otra parte, un modelo de responsabilidad 
autónoma u originaria, según el cual la respon-
sabilidad surge directamente de una conexión 
entre el hecho prohibido y una característica de 
—o un cierto estado de cosas en— la entidad, 
siendo irrelevante la eventual responsabilidad 
de una persona natural.
La Ley peruana asume un modelo atenuado de 
responsabilidad derivada, predomina por una 
parte la necesidad de una conexión entre el in-
dividuo responsable y su hecho con la persona 
jurídica. Pero a la vez, el ente colectivo puede 
excluirse o atenuar su responsabilidad si ha 
instaurado un modelo de prevención de actos 
delictivos.
A esta interpretación se sigue oponiendo, sin 
embargo, el propio artículo 4 de la Ley, cuando 
indica que “La responsabilidad administrativa de 
la persona jurídica es autónoma de la responsabi-
lidad penal de la persona natural”, con lo que no 
es posible concluir que la sanción “administra-
tiva” contra la persona jurídica es consecuencia 
inmediata del delito de la persona natural, y 
más porque luego el artículo 4 prescribe que 
“Las causas que extinguen la acción penal contra 
la persona natural no enervan la responsabilidad 
administrativa de las personas jurídicas”. Y aún 
todavía porque el artículo 4, tras su reciente 
reforma, acota las causas de extinción de la ac-
ción contra la persona jurídica a la prescripción 
y la cosa juzgada, eliminando la amnistía y el 
derecho de gracia previstos en la versión origi-
nal de la Ley.
Estamos por lo tanto ante un régimen de res-
ponsabilidad autónoma de la persona jurídica, 
distinto y paralelo al de la persona física, y a la 
que algunos preferirían llamar solo “adminis-
trativa” o “civil patrimonial” para evitar el estig-
ma que la pena acarrearía para la reputación 
de la empresa: no es lo mismo concluir que 
una corporación fue sancionada administrati-
vamente por el delito de corrupción cometido 
por uno de sus empleados, a sentenciar que 
la empresa fue condenada penalmente por un 
acto de corrupción o lavado de activos come-
tido por ella.
3. Sanciones.
El régimen sancionatorio de la Ley 30424 con-
sidera las siguientes penas, las cuales pueden 
ser aplicadas de manera conjunta o individual, 
previo requerimiento del Ministerio Público o el 
juez penal:
a) Multa del doble al séxtuplo del beneficio 
obtenido o esperado. Según el artículo 7 
de la Ley, cuando no se pueda determinar 
el valor del beneficio, el juez penal podrá 
determinar la multa entre 10 y 10.000 Uni-
dades Impositivas Tributarias—UIT, aten-
diendo a los ingresos anuales de la persona 
jurídica al momento en que se cometió el 
delito.
b) La inhabilitación de la persona jurídica, en 
las modalidades de suspensión temporal 
—de 6 meses a 2 años— de las actividades 
sociales, la prohibición temporal —de 1 a 
5 años— o definitiva de llevar a cabo acti-
vidades de la misma naturaleza en que se 
cometió, favoreció o encubrió el delito; y la 
inhabilitación definitiva para contratar con 
el Estado.
c) Cancelación de licencias, concesiones, de-
rechos y otras autorizaciones administrati-
vas y municipales.



























































d) Clausura temporal —de 1 a 5 años— o de-
finitiva de locales y establecimientos.
e) Disolución de la persona jurídica. Cabe se-
ñalar que la Ley excluye la aplicación de 
esta medida cuando se trate de personas 
jurídicas de derecho privado y empresas 
del Estado o sociedades de economía mix-
ta que presten un servicio de utilidad pú-
blica, cuya interrupción pueda causar gra-
ves consecuencias sociales o económicas o 
daños serios a la comunidad.
Adicionalmente, la Quinta Disposición Comple-
mentaria Final de la Ley 30424 crea un Registro 
de Personas Jurídicas sancionadas administrati-
vamente, de carácter público, a ser implemen-
tado por el Poder Judicial, donde se inscribirán 
temporal o definitivamente las sanciones ad-
ministrativas impuestas, con expresa mención 
del nombre, la clase de sanción y duración, así 
como el detalle del órgano jurisdiccional y fe-
cha de la sentencia firme, sin perjuicio de cursar 
parte a los Registros Públicos para su inscrip-
ción, en caso corresponda.
4. Los modelos de prevención de delitos.
La Ley establece como circunstancia eximen-
te —artículo  17.1— y atenuante —artículo 
12.d— de la responsabilidad administrativa, 
la implementación por parte de la persona ju-
rídica de un Programa de Cumplimiento Nor-
mativo en materia Penal o de alguno de sus 
elementos —en adelante, “Modelo de Preven-
ción”—, de manera previa o posterior al delito 
cometido, respectivamente. Según el artículo 
17 de la Ley, los requisitos mínimos que deben 
contener los Modelos de prevención son los 
siguientes:
a) Un encargado de prevención —Oficial de 
Cumplimiento—, designado por el máxi-
mo órgano de administración de la perso-
na jurídica y que ejerza sus funciones con 
autonomía.
b) La identificación, evaluación y mitigación 
de riesgos para prevenir la comisión de de-
litos a través de la persona jurídica.
c) Implementación de procedimientos de de-
nuncia.
d) Difusión y capacitación periódica del mo-
delo de prevención.
e) Evaluación y monitoreo continuo del mo-
delo de prevención.
Si la persona jurídica no puede acreditar el 
cumplimiento de estos elementos mínimos, 
sino de modo parcial, la Ley prevé la posibilidad 
de atenuar la sanción —artículo 12.e—. En ese 
examen debe tenerse en cuenta lo ya indicado, 
el artículo 17.2.5 no impone un modelo de pre-
vención cerrado o acabado sino la opción de 
adecuarlo o construirlo a la medida, de acuer-
do al grado de desarrollo de la organización. Se 
indica que este debe atender a las característi-
cas de la persona jurídica, y en el caso de una 
micro, pequeña o mediana empresa, el modelo 
puede ser acotado según su propia naturale-
za y características, pudiendo exigirse solo al-
guno de los elementos mínimos descritos. En 
cualquier caso, el punto de partida esencial e 
irrenunciable es la identificación, evaluación y 
mitigación de riesgos para prevenir la comisión 
de delitos, dado que sin ello no puede hablarse 
de Compliance en ningún sentido.
Conforme al artículo 17.2.5 de la Ley, señala que 
el contenido del modelo de prevención debe 
atender a “las características de la persona jurídi-
ca”, de modo que en el caso “de la micro, peque-
ña y mediana empresa, el modelo de prevención 
será acotado a su naturaleza y características y 
solo debe contar con alguno de los elementos mí-
nimos antes señalados”. Y es que ello es indica-
tivo de dos cosas en cuanto a la culpabilidad, 
primeramente que aun tratándose de empre-
sas con una menor complejidad organizativa, 
es posible argumentar la falta de culpabilidad 
en base a un modelo de prevención igualmen-
te menos complejo que, en cualquier caso, al 
igual que para la invocación de las eximentes 
incompletas, deberá contar necesariamente 
con el presupuesto esencial previsto en el ar-
tículo 17.2.2 de la Ley reformada, es decir la 
“identificación, evaluación y mitigación de riesgos 
para prevenir la comisión de los delitos previstos 






















en el artículo 1 a través de la persona jurídica”. 
Lo segundo, si el escaso grado de complejidad 
interna de la empresa impide diferenciar con 
nitidez a la persona jurídica de sus integrantes, 
entonces la empresa no podrá ser sancionada 
—y menos con una pena— porque carece de 
culpabilidad.
Un aspecto especialmente discutido desde los 
proyectos previos a la Ley 30424 es la certifica-
ción del modelo de prevención. El artículo 19 
del texto original de la Ley, ahora derogado 
por el Decreto Legislativo 1352, preveía que el 
modelo de prevención podía certificarse por 
terceros debidamente registrados, el proyecto 
de Reglamento de julio de 2016 señaló en el ar-
tículo 15.1 como organismo acreditador a la Di-
rección de Acreditación del Instituto Nacional 
de Calidad—INACAL.
El texto reformado de la Ley 30424 ya no in-
cluye indicaciones sobre la acreditación, pero 
el artículo 18 señala que la Superintendencia 
de Mercado de Valores—SMV deberá emitir 
un informe técnico, con valor pericial y como 
requisito de procedibilidad —8ª Disposición 
Complementaria Final—, que analice la “imple-
mentación y funcionamiento del modelo de pre-
vención”. Sin dicho informe, el Fiscal no puede 
formalizar la investigación preparatoria contra 
la persona jurídica. Pero, ¿Cuánto conoce la SMV 
de corrupción, lavado de activos y financiación 
del terrorismo?, ¿Cuánto conoce la SMV sobre 
programas de cumplimiento relativos a tales 
delitos?, ¿Es función de la SMV conocer de es-
tos asuntos?, ¿Debe la SMV pronunciarse sobre 
empresas que no supervisa porque no cotizan 
valores en el mercado bursátil o no las regula?
A estas cuestiones cabe sumar que este re-
quisito de procedibilidad no es acorde con la 
competencia exclusiva y excluyente del Mi-
nisterio Público para perseguir el delito, de 
modo que el texto reformado de la Ley 30424 
parece incorporar un gran candado cuya llave 
queda en manos de la SMV, es decir, bajo cus-
todia del Poder Ejecutivo. Antecedentes ne-
gativos de esa mecánica tenemos, como son 
los casos de la persecución de los delitos tri-
butario y aduaneros, o los delitos de abuso de 
poder económico en los años 90 y 2000, solo 
previa denuncia de la SUNAT o del INDECOPI, 
reglas derogadas con el Código Procesal Penal 
de 2004, precisamente porque invadían las 
competencias de la Fiscalía y ante la inconve-
niencia de dejar en un órgano administrativo 
la secuela del proceso penal mediante un tal 
requisito de procedibilidad. Sería por ello con-
veniente que el Congreso, en el proceso de re-
visión de la legislación delegada, derogue esta 
regla y señale, de ser el caso, al órgano público 
a cargo de acreditar los programas de cumpli-
miento a fin de hacer predecibles las condicio-
nes para aplicar la eximente del artículo 17 de 
la Ley y, con ello, se impulse la expansión de 
una cultura empresarial de cumplimiento.
5. Proyecto de reglamento de la Ley.
Mediante Resolución Ministerial Nº 00061-2018-
JUS del 27 de febrero de 2018, el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos dispuso la publi-
cación del Proyecto de “Reglamento de la Ley 
30424, Ley que regula la responsabilidad admi-
nistrativa de las personas jurídicas por el delito 
de cohecho activo transnacional” —en adelan-
te, el “Proyecto”—, el mismo que fue elaborado 
por el Ministerio de Justicia y Derechos Huma-
nos y el Ministerio de Economía y Finanzas.
El Proyecto tiene como objeto establecer y de-
sarrollar los estándares y requisitos mínimos de 
los modelos de prevención que las personas 
jurídicas pueden implementar en su organiza-
ción con el fin de prevenir, identificar y mitigar 
los riesgos de comisión de delitos.
Así, se destaca el nivel de profundidad que al-
canza el Proyecto en la regulación de los con-
tenidos con que deben contar los modelos de 
prevención de delitos de la Ley 30424. Empren-
dimientos de este tipo no han sido abordados 
por otras legislaciones, dejando abiertos espa-
cios de incertidumbre que solo habrán de ser 
cubiertos por una jurisprudencia que, por dis-
tintos motivos, no ha sido particularmente pro-
lífica en estas materias en ninguno de los países 
que cuentan con legislaciones de este tipo.
Dicho esto, las propias referencias contenidas 



























































al final del Proyecto confirman que el texto si-
gue los procedimientos universalmente acep-
tados para una gestión planificada y metódica 
de riesgos de toda clase en las organizaciones. 
No obstante, el documento no alcanza el obje-
tivo de hacerse cargo de los riesgos específica-
mente previstos por la Ley 30424, esto es, de la 
comisión de los delitos de cohecho, lavado de 
activos y financiamiento del terrorismo. Se trata 
de riesgos de alcances bastante precisos, go-
bernados por el sentido técnico que la doctrina 
penal y la jurisprudencia asignan a dichos tipos 
penales y por la casuística con que estas figuras 
se presentan en la realidad.
Esto se refleja, por ejemplo, en la clase de ries-
gos que pide gestionar que, tratándose de la 
comisión de delitos, se encuentran claramente 
delimitados por las instituciones del proceso 
penal, especialmente en lo relativo al principio 
de legalidad en la interpretación de los tipos 
penales y de las penas. Algo análogo ocurre 
con la evaluación del impacto que estas contin-
gencias pueden acarrear para las empresas.
Merece destacarse, también, que el Proyecto 
no abunda en la proposición de medidas de 
control que mitiguen la exposición al riesgo 
específico de comisión de los delitos de la Ley 
30424, limitándose a exigir medidas generales 
de control financiero y no financiero de los re-
cursos de las empresas, muchas de las cuales 
no apoyan sino remotamente el control de es-
tos riesgos.
Precisiones de esta naturaleza no solo ayuda-
rían a las empresas a mantener modelos más 
robustos en su orientación de prevención de 
los delitos de cohecho, lavado de activos y fi-
nanciamiento del terrorismo, sino que dotarían 
al organismo público que informará pericial-
mente estos modelos, de información de más 
calidad para ponderar su suficiencia de cara a la 
prevención de los delitos.
IV. CONCLUSIONES
El examen comparado de las legislaciones pe-
ruana y chilena sobre la responsabilidad de las 
personas jurídicas por la comisión de delitos, 
permite detectar numerosas similitudes, las 
que se explican al tenor del entorno común 
del que provienen, en el que se destacan los 
compromisos internacionales asumidos por 
nuestros países, sobre todo aquellos ligados a 
la lucha contra la corrupción.
La conducta castigada se construye en ambos 
casos conforme modelos atenuados de res-
ponsabilidad derivada, coincidiendo en ge-
neral los delitos base —con la salvedad de la 
receptación en Chile—; las personas naturales 
que han de cometer los ilícitos y su ligazón con 
la persona jurídica —con la adición del perso-
nal de las filiales y subsidiarias en el Perú—; 
la exigencia de un interés o provecho para la 
persona jurídica imputada; el incumplimien-
to de los deberes de supervisión, vigilancia y 
control como principal componente de repro-
che; las sanciones; la autonomía de la respon-
sabilidad, etc. Y no obsta a lo anterior el que 
la legislación peruana llame responsabilidad 
“administrativa”, y no penal como lo hace Chi-
le, a aquella contenida en la Ley 30424, pues 
no parecen derivarse de ello divergencias per-
ceptibles, salvo la ausencia del rótulo estigma-
tizador propio de la sanción penal.
La responsabilidad de las empresas por la comi-
sión de delitos abre entonces un amplio campo 
de análisis en ambos países, imposible aún de 
dimensionar, en cuanto a la sintonía de las tra-
dicionales categorías del derecho penal con las 
características de las empresas como sujetos de 
imputación, especialmente en los componen-
tes subjetivos del delito. Quizás ello explique 
que, como ocurre en Chile y otros países con 
legislaciones más consolidadas, y como es da-
ble esperar ocurra en el Perú, los casos penales 
relativos a empresas se zanjen en el marco de 
soluciones de justicia negociada, con compo-
nentes más bien preventivo especiales.
Debe destacarse el rol central que ambas le-
gislaciones asignan a los modelos de preven-
ción, a los que se reconoce virtud eximente 
o atenuante de la punición, o bien aparecen 
como condición necesaria de cualquiera sus-
pensión del enjuiciamiento. Dada su relevan-
cia, los modelos de prevención han dado pro-






















tagonismo a una nueva disciplina del derecho 
y el management: el Compliance, que ayuda a 
formalizar culturas corporativas ajustadas al 
derecho y pone de cargo de las personas pri-
vadas una tarea tradicionalmente reservada al 
Estado: la prevención de los delitos. Sin lugar 
a dudas, la reglamentación vía administrativa 
acometida por el Perú sobre los contenidos de 
los modelos de prevención constituye un gran 
avance, a fin de dotar de mayor certeza a este 
componente central de la configuración de la 
responsabilidad.
Y, por lo mismo, no es casualidad que sea en este 
ámbito de los modelos de prevención donde se 
adviertan las principales tensiones normativas 
pendientes en la materia, particularmente en 
la validación que a su respecto se espera de 
organismos ajenos a la administración de justi-
cia. En Chile, ello se advierte en el rol que ha de 
asignarse a la certificación de los modelos de 
prevención por entidades privadas y, en el caso 
del Perú, en el requerimiento de un informe 
técnico de la SMV como requisito de procedibi-
lidad. En todo caso, el diseño profesional de los 
modelos y el compromiso de la administración 
corporativa en su implantación y continuidad 
resaltan como los ingredientes clave en la evi-
tación de las contingencias legales que puedan 
derivarse de la comisión de delitos.
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